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RESUMEN 
 
El control de convencionalidad es el mecanismo que permite asegurar el cumplimiento 
de los tratados y convenios internacionales sobre las actuaciones de los Estados partes, 
asegurando la supremacía de la Convención Americana de los Derechos Humanos 
respecto a las sistemas jurídicos internos de los Estados; sin embargo, actualmente y 
conforme a las actuaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos no se 
concibe un efectivo y adecuado ejercicio del control de convencionalidad dentro del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Por tal razón, el presente artículo de 
investigación analiza el marco normativo internacional y la jurisprudencia de la Corte IDH 
respecto al control de convencionalidad; después, identifica los elementos para que 
proceda el control de convencionalidad en la Corte IDH; finalmente, se describe el control 
de convencionalidad como una institución de la supremacía del derecho internacional. 
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 ABSTRACT 
 
The control of conventionality is the mechanism that allows to ensure compliance with 
international treaties and agreements on the actions of the States Parties, ensuring the 
supremacy of the American Convention on Human Rights with respect to the domestic 
legal systems of the States; However, at present and in accordance with the proceedings 
of the Inter-American Court of Human Rights, an effective and adequate exercise of 
conventionality control within the Inter-American Human Rights System is not conceived. 
For this reason, this research article analyzes the international normative framework and 
the jurisprudence of the Inter-American Court regarding the control of conventionality; 
then, it identifies the elements for conventionality control to proceed in the Inter-American 
Court; finally, conventionality control is described as an institution of the supremacy of 
international law. 
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INTRODUCCIÓN 
 
 
El control de convencionalidad se proyectó en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos como un instrumento a favor de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante Corte IDH o simplemente Corte), para proteger la supremacía de 
la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante CADH o simplemente 
Convención) y los demás tratados y convenios internacionales que fueran consecuencia 
y complemento de la norma esencial. En ese sentido, se configuro una instancia jurídico-
procesal que permitía subordinar las normas internacionales e internas al compendió 
normativo establecido en la CADH. 
 
Aunque, el control de convencionalidad es un instrumento que garantiza la 
superioridad de las normas sobre Derechos Humanos, especialmente, las contenidas en 
la Convención, no puede ser comparable al menos con ejercicio de control de 
constitucionalidad que realiza, en el caso colombiano, la Corte Constitucional. Sobre este 
punto, mucho se ha discutido, principalmente, porque autores como Manuel Quiche 
(2009), establecen que hasta el momento no se configurado un verdadero control de 
convencionalidad por parte de la Corte IDH.  
 
En consecuencia, no se reconoce por parte de la corporación judicial internacional 
un efectivo control de convencionalidad sobre normas de carácter interno o sobre normas 
internacionales que se estipulan en razón a la Convención. En ese orden de ideas, hasta 
el momento el pronunciamiento sobre la derogatoria de una norma que contradiga los 
mandatos de la CADH es nulo, por lo cual se duda sobre el control de convencionalidad 
ejercido por la Corte.  
 
No obstante, algunos autores han consentido, que el control de convencionalidad 
que realiza la Corte IDH se refleja en los estudios de casos de graves violaciones de 
Derechos Humanos contra los Estados partes. Dicho esto, la supremacía de los 
Derechos Humanos es demostrable a través de las sanciones e imposiciones que realiza 
la Corte respecto a las actuaciones que realizan los Estado.  
 
El control de convencionalidad, más que un instrumento para velar por las 
violaciones de Derechos Humanos, es un medio para garantizar la armonía de los 
ordenamientos normativos nacionales e internacionales respecto con la Convención. Sin 
embargo, la Corte IDH en una muestra de respeto de las soberanías nacionales, le ha 
faltado fuerza jurídica y política para excluir de entramado normativo normas que 
contradicen lo estipulado en la CADH.  
 
Por tanto, la Corte IDH todavía no ha superpuesto el derecho contenido en la 
Convención sobre el derecho interno y sobre las normas internacionales, pues se 
desconoce, por ejemplo, el desconocimiento de inexequibilidad de alguna norma 
nacional o internacional que contradiga lo dispuesto por la Convención y, no 
precisamente porque todas las normas se han acordes a la CADH. Si bien es cierto, la 
Corte en diversos casos ha estipulado que algunas normas son contrarias a la 
Convención y, por ende, ha exigido su inaplicación a los Estados parte, en ningún 
momento el órgano judicial a través de sus decisiones jurídicas ha declarado la nulidad 
de alguna norma nacional y, menos aún una contenida en tratados y convenios 
internacionales.  
 
Por eso, el presente trabajo tiene como propósito estudiar el control de 
convencionalidad de manera integra a fin de identificar sí realmente se ejerce un control 
sobre las normas nacionales e internacionales respecto a la CADH. Lo anterior, resulta 
trascendental porque de este estudio se concluirá la efectiva supremacía del derecho 
internacional, especialmente, de los Derechos Humanos. 
 
Al incorporarse el control de convencionalidad como un instrumento procesal-
jurídico del derecho internacional para la prevalencia de los Derechos Humanos 
contenidos en el Pacto de San José de Costa Rica, es necesario estudiar el 
funcionamiento de este mecanismo en los escenarios judiciales de la Corte IDH, por ser 
un aspecto incierto o poco aclarado en la doctrina jurídica.  
 
 El tema a desarrollar en la presente investigación se considera pertinente a las 
temáticas abordadas en el Diplomado Internacional del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, por lo cual se decidió abordar por su trascendencia y actualidad en 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
 
La importancia de la investigación está porque el ejercicio del control de 
convencionalidad no se ha configurado de manera absoluta en el aparato jurisdiccional 
internacional, por el contrario, surgen muchas dudas sobre la eficacia de dicho 
instrumento para la invalidación de normas que sean contrarias a las estipulaciones 
normativas sobre Derechos Humanos contenidas en la Convención. 
 
Finalmente, con este trabajo, se busca aportar desde la academia, una guía 
explicativa de lo que es el control de convencionalidad, describiendo en que consiste la 
misma, cuáles son sus alcances, cómo procede, y en qué casos procede o no. 
 
Al ser un tema relativamente nuevo que no ha sido abordado por otros estudiosos 
en la misma forma en que se hará en este estudio, esta investigación puede convertirse 
en un importante referente de consulta para estudiantes de derecho, abogados, jueces, 
fiscales, entre otros interesados en el mismo.   
 
Se trata de una investigación con enfoque cualitativo, la cual hará énfasis en el 
estudio de la independencia y autonomía del control de convencionalidad, con el 
propósito examinar en qué consiste la misma, cuáles son sus alcances, cómo procede, 
en otras palabras, describe la incidencia del control de convencionalidad en el derecho 
nacional e internacional. 
 
Asimismo, el trabajo es de enfoque cualitativo, toda vez que la información que 
hace parte del mismo es de carácter documental y normativo, por lo cual el método a 
utilizar, es el de análisis de contenido y normativo, el que hace que este se convierta en 
un estudio descriptivo.  
 
EL MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL Y JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE 
INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS RESPECTO AL CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD 
 
El control de convencionalidad es una institución que en el último tiempo dentro de la 
Corte IDH ha configurado una dimensión más eficaz para el cumplimiento de los 
derechos humanos dentro de los sistemas normativos internos. En otras palabras, el 
control de convencionalidad tiene como propósito respetar lo acordado por los Estado en 
materia de derechos humanos, consagrado en la convención. En consecuencia, el 
control de convencionalidad ha surgido principalmente en las distintas jurisprudencias de 
la Corte, la cual de manera paulatina y progresiva reconoció la necesidad de constituir el 
control de convencionalidad para determinar una herramienta que consienta a los 
Estados a concretar la obligación de los derechos humanos en el ámbito interno.  
 
 No obstante, a diferencia del control de constitucionalidad, el cual sólo se concibe 
como un juicio de las normas legales respecto a la Constitución; el control de 
convencionalidad recurre su actividad en dos aspectos, el tradicional, la verificación de 
las normas internas respecto a lo estipulado en la convención y, el innovador, el juicio de 
convencionalidad respecto a las prácticas nacionales sobre los derechos humanos.  
 
 Si bien es cierto el control de convencionalidad nace del seno jurisprudencial de 
la Corte IDH, pues no se infiere norma de manera directa que constituya tal mecanismo, 
la Convención no es ajena o contraria al ejercicio de supremacía internacional. Por eso 
y, acorde al control de convencionalidad el artículo 1 de la CADH dicta: 
 
Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. (CADH, 1969)  
 
De acuerdo a lo anterior, la aprobación y ratificación de un Estado de los tratados 
y convenios de derechos humanos dentro de la SIDH conlleva una responsabilidad 
insoslayable, la cual no puede ser ignorada ni siquiera en Estado de Excepción. En ese 
sentido, el control de convencionalidad precisamente consigue que los Estados estén 
actuando en su esfera interna dentro de los parámetros consagrados por la convención, 
es decir, respetando y potencializando en mejor manera los derechos humanos.  
 
Lo anterior se vislumbra igualmente el artículo 2 de la Convención el cual dispone 
que: 
 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere 
ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes 
se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a 
las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. (CADH, 
1969) 
 
Aunque, la norma no contraste una referencia directa del ejercicio del control de 
convencionalidad en el SIDH, esto no significa que no sea viable o jurídicamente 
soportable, porque precisamente la CADH, estipula la obligatoriedad de sus 
disposiciones como elemento preponderante de las actuaciones estatales. Dicho esto, la 
mejor forma de conseguir el propósito principal de la Convención Americana era dotar a 
través de una herramienta útil y eficaz al órgano judicial el cual velaría por los derechos 
consagrados en la Convención.  
 
Corolario de lo anterior, es la condición que connota el artículo 62 de la CADH al 
respecto: 
 Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de 
ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, 
declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención 
especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de esta Convención. (CADH, 1969) 
 
De manera que, aunque la Convención no disponga ninguna norma dentro de su 
articulado que destine el control de convencionalidad, como medio para hacer respetar 
los derechos contenidos en dicho tratado, no significa que el mismo sea contrario a lo 
regulado por la CADH. Por el contrario, se erige como un instrumento que proyecta en 
buenos términos la supremacía de los derechos humanos en relación con las 
actuaciones y las normas de los Estados partes.  
 
No obstante, como se dejo entrever anteriormente, el fundamento como tal del 
control de convencionalidad es apreciable en los fallos que la Corte ha dictado en razón 
a su ejercicio jurisdiccional. Así las cosas, el control de convencionalidad, con dicha 
denominación, aparece por primera vez en la jurisprudencia contenciosa de la Corte IDH 
en el caso Almonacid Arellano vs. Chile. No obstante, en el caso Myrna Mack y Tibi, se 
había realizado en un voto disidente alguna conceptualización somera sobre el control 
de convencionalidad por parte del juez Sergio García Ramírez.  
 
Empero, en el caso Almonacid Arellano se decantan los elementos y esencialidades 
del control de convencionalidad en el SIDH: 
 
La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio 
de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 
ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 
como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, 
también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes 
contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. (caso 
Almonacid Arellano vs. Chile) 
 
En relación con lo anterior, el poder judicial debe ejercer un control de 
convencionalidad entre las normas internas que aplican de manera particular a los casos 
concretos y la Convención. En ese sentido, no sólo se debe tener en cuenta lo dispuestos 
por la ley, es decir, el tratado, sino también, la interpretación que haya realizado la Corte 
IDH sobre los mismo. Por tanto, el control de convencionalidad en primera instancia no 
recae en los órganos judiciales internacionales, sino en los sistemas judiciales internos, 
quien en su ejercicio jurisdiccional deben tener presente las prerrogativas contrastadas 
en el ámbito del sistema interamericano. 
 
En el caso Boyce y otros Vs. Barbados, la Corte IDH explica de manera concreta 
de qué forma debe ser implementado el control de convencionalidad en el ámbito interno. 
Explica que los tribunales nacionales no solo deben limitarse a realizar un examen de 
constitucionalidad de sus resoluciones, sino también de convencionalidad. Desde el caso 
Almonacid Arellano vs. Chile, la Corte IDH ha ido precisando el contenido y alcance del 
concepto de control de convencionalidad en su jurisprudencia, para llegar a un concepto 
complejo que comprende los siguientes elementos: 
 
1. Consiste en verificar la compatibilidad de las normas y demás prácticas internas 
con la CADH, la jurisprudencia de la Corte IDH y los demás tratados 
interamericanos de los cuales el Estado sea parte 
2. Es una obligación que corresponde a toda autoridad pública en el ámbito de sus 
competencias 
3. Para efectos de determinar la compatibilidad con la CADH, no sólo se debe tomar 
en consideración el tratado, sino que también la jurisprudencia de la Corte IDH y 
los demás tratados interamericanos de los cuales el Estado sea parte 
4. Es un control que debe ser realizado ex officio por toda autoridad pública. 
5. Su ejecución puede implicar la supresión de normas contrarias a la CADH o bien 
su interpretación conforme a la CADH, dependiendo de las facultades de cada 
autoridad pública. (Corte IDH, 2015) 
 
Aunado a lo anterior, el control de convencionalidad es una institución que se 
fortalece a través de las interpretaciones que la Corte IDH, realice respecto las 
estipulaciones contenidas en la Convención. Además, vitaliza el derecho interno de 
acuerdo a las postulaciones referente a los derechos humanos, contextualizando todas 
las actuaciones del Estado a lo destinado por la CADH.  
 
Un aspecto trascendental, es que el control de convencionalidad es un ejercicio que 
recae principalmente en los sistemas judiciales internos que en la propia Corte IDH, lo 
que no se asemeja con la conceptualización que se tiene sobre el control de 
constitucionalidad. Pues referente a esta última figura, se concibe la apreciación de las 
normas legales frente a las normas constitucionales, en cambio, frente al control de 
convencionalidad el ejercicio lo realiza los jueces nacionales respecto a las normas 
legales en contaste con las normas convencionales, sin reconocer, si se puede realizar 
frente a las normas constitucionales. 
 
Por consiguiente, el control de convencionalidad no es una institución que pueda 
utilizar la Corte IDH, para invalidar los efectos de una norma interna que contradiga lo 
contenido en la Convención. En otros términos, no es factible dentro de su ejercicio 
jurisdiccional que la Corte declare nula una norma de cualquier Estado que vulnere lo 
dictado por la CADH, lo que significaría realmente un control de convencionalidad a la 
luz de la supremacía del derecho internacional.  
 
Sin embargo, dicha responsabilidad la Corte IDH, la delego a los sistemas judiciales 
interno, tratando de esta manera respetar los límites soberanos de cada Estado. Empero, 
no se reconoce una debida utilización del control de convencionalidad en los stiema 
judiciales internos. 
 
LOS ELEMENTOS PARA QUE PROCEDA EL CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EN EL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS 
HUMANOS 
 
El control de convencionalidad procede en cualquier caso que se evidencia una 
contradicción entre una norma legal y la Convención Americana, y es potestad de todos 
los jueces realizar un estudio bajo los lineamientos de dicho instrumento internacional. 
Así, cuando un Estado ratifica la CADH, los jueces internos están sometidos a decidir los 
asuntos particulares bajo el contexto de las normas allí contenidas. De ahí es donde se 
concentra uno de los elementos que permite la procedibilidad del control de 
convencionalidad en los sistemas internos, a saber, el carácter ex officio que impone 
mencionado mecanismo.  
 
 Así el control de convencionalidad no necesita cumplimiento de requisitos 
formales para su procedencia, pues el mismo es un deber de los jueces respecto a las 
personas y los derechos humanos. Lo que les obliga a velar porque el efecto útil de la 
Convención no se vea mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus 
disposiciones, objeto y fin. 
 
En otras palabras, los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control 
de constitucionalidad, sino también “de convencionalidad” ex officio entre las 
normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. 
(Corte IDH, 2015) 
 
Sin embargo, está característica que debe irradiar el control de convencionalidad no es 
tan precisa en sistema judiciales como el colombiano, pues, La Corte Constitucional no 
es juez de convencionalidad, esto es, no está llamada a verificar la concordancia 
abstracta de la legislación nacional con los tratados internacionales que obligan al 
Estado. Como lo sostuvo esta Corporación: “la confrontación de una ley con un tratado 
internacional no puede dar lugar a una declaratoria automática de constitucionalidad o 
inconstitucionalidad, ya que es necesario, a su vez, interpretarla sistemáticamente con 
el texto de la Constitución” (Corte Constitucional, 2010).  
 
 El fundamento normativo de las disposiciones internacionales que se integran al 
bloque se deriva de cláusulas constitucionales expresas en las que se efectúan 
remisiones directas a dichas normas y principios, incorporándolos al ordenamiento 
interno con rango constitucional para efectos de precisar y complementar el sentido de 
las mismas. 
 
 A pesar de que el Tribunal internacional ha dictaminado que las autoridades 
internas están obligadas a aplicas las disposiciones vigentes de su ordenamiento 
normativo, esto no significa que deben soslayar la responsabilidad que acarrea la 
ratificación de la convención. En el caso, Cabrera García y Montiel Flores Vs. México 
expresó la Corte:  
 
(…) cuando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, también están sometidos a 
aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones de la 
Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su 
objeto y fin. (Cabrera García y Montiel Flores Vs. México) 
 
En consecuencia, la obligación de realizar el control de convencionalidad 
corresponde a los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles. En ese orden de ideas, no existe correspondencia entre la Corte 
Constitucional y la Corte IDH, pues se fomenta una inseguridad jurídica respecto la 
procedencia del control de convencionalidad en el ordenamiento jurídico interno de 
Colombia. Pues al parecer, dentro del sistema jurídico es preventivo buscar garantizar el 
principio de supremacía de la Constitución (art. 4º) frente al cumplimiento de los 
compromisos del Estado colombiano frente a la comunidad internacional. Por ende, lo 
anterior distorsiona el control de convencionalidad de manera contundente, pues 
imprecisa su accesibilidad dentro del sistema.  
Siguiendo con los elementos que dispone la procedibilidad del control de 
convencionalidad en el SIDH, se decanta que dicho instrumento no sólo se extiende a 
las normas internas de las naciones sino también a otros tratados de derechos humanos. 
Así pues, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los 
niveles están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre 
las normas internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es Parte el Estado, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes. 
 
En consecuencia, el control de convencionalidad no se erige únicamente frente a 
la Convención Americana sino a cualquier otro tratado de derechos humanos que 
fomente el cumplimiento de los elementos fundamentales de la dignidad humana. Por 
ende, la Convención Americana sobre derechos humanos no impone un determinado 
modelo de control de convencionalidad, por lo cual el parámetro de convencionalidad se 
amplía inclusive a las opiniones consultivas, como lo destaco la Corte: 
 
Es por tal razón que estima necesario que los diversos órganos del Estado realicen 
el correspondiente control de convencionalidad, también sobre la base de lo que 
señale en ejercicio de su competencia no contenciosa o consultiva, la que 
innegablemente comparte con su competencia contenciosa el propósito del sistema 
interamericano de derechos humanos, cual es, “la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos. (CIDH, Resolución de 19 de agosto de 2014) 
 
En relación con lo anterior, el control de convencionalidad es procedente en 
cualquier instancia y de oficio por parte de los jueces de las naciones, además de 
cualquier otra autoridad que ejerza funciones jurisdiccionales. En resumen, son tres los 
elementos que preceden el ejercicio del control de convencionalidad: 
 
a) se crea la obligación jurídica a los jueces de velar por la vigencia de la Convención 
inaplicando leyes que, siendo constitucionales, la puedan contravenir;  
b) el parámetro de control no sólo serán las disposiciones convencionales sino también 
las interpretaciones que de las mismas haya presentado la CIDH en su jurisprudencia;  
 
c) el objeto de control es referido como ‘las normas internas’, las cuales no sólo se limitan 
a las leyes, sino que abarcan toda decisión normativa, incluso la Constitución misma. 
 
 Por ende, la procedibilidad del control de convencionalidad no implica requisitos 
formales para su apreciación, por el contrario, la Corte ha buscado dotar de este 
mecanismo de una accesibilidad informal a fin de que todos los jueces del sistema interno 
realicen un estudio conforme a las normas que consagra el derecho internacional. En 
razón a lo anterior, se ha venido dando una internacionalización del derecho 
constitucional, a la vez que una constitucionalización del derecho interno, de modo tal 
que los mecanismos de protección de los derechos fundamentales han venido a crear 
un solo y extenso cuerpo normativo y jurisprudencial. 
 
 Finalmente, actualmente el control de convencionalidad se constituye como un 
instrumento que asegura el derecho contenido en los tratados internacionales sobre los 
derechos humanos mediante un proceso de oficio por parte del juez o las autoridades 
públicas. Por lo cual, la convencionalidad es un ejercicio propio de los sistemas judiciales 
internos, que tiene la responsabilidad de contratas las normas nacionales con los 
tratados de derechos humanos, a fin de si las primeras son acordes con esta última.   
 
 En conclusión, el control de convencionalidad procede en todos los casos donde 
se evidencie una posible negación del derecho internacional en el SIDH respecto a 
normas legales de los países. En otras palabras, su procedibilidad se encuentra limitada 
únicamente frente a las situaciones donde no se presenta una discusión entre una norma 
nacional y una disposición contenida en las tratados y convenciones sobre derechos 
humanos. 
 
Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar 
porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado por la 
aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, 
los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de 
constitucionalidad, sino también “de convencionalidad ex officio entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta función no 
debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos de los 
accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese control 
deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y 
materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones. (caso 
Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) contra Perú) (Negrillas 
no originales) 
 
EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD COMO UNA INSTITUCIÓN DE LA 
SUPREMACÍA DEL DERECHO INTERNACIONAL 
 
En los tiempos actuales la controversia entre la supremacía del derecho internacional 
frente al derecho connotado en los sistemas internos sigue latente a pesar de que, por 
ejemplo, en el caso de Colombia, la Corte Constitucional dictamino que la jerarquía de 
ambas disposiciones se concentraba en un mismo nivel. El bloque de constitucionalidad 
fue una salida oportuna para la dicotomía que suponía la ambivalencia del derecho 
internacional en la relación de las normas internas. En Colombia, el tema resalta mayor 
publicidad teniendo en cuenta que el artículo 4 de la Constitución Política establece que: 
“La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales.” (C.P, 1991) 
 
 A pesar de la contundencia, precisión y claridad de la norma en mención, la Carta 
Magna agrega una ambivalencia en razón a que el artículo 93 de la norma superior dicta: 
 
ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. (C.P, 1991) 
 
En ese sentido, no resulta claro establecer que prevalece al momento de su 
aplicación en los sistemas judiciales y administrativos de los Estados que se suscriben 
en el SIDH. La Corte Constitucional trato de resolver el problema atendiendo que los 
tratados y convenios internacionales sobre derechos humanos aprobados y ratificados 
por Colombia hacen parte del Bloque de Constitucionalidad, en otras palabras, es una 
extensión de la Constitución misma. A saber: 
 
[Son] normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de 
las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por 
diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos 
principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel 
constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma 
diversos al de las normas del articulado constitucional strictu sensu. (Corte 
Constitucional, 2003)  
 
Si bien es cierto, el bloque de constitucionalidad tiene como propósito evitar la 
imposición de una norma internacional sobre las disposiciones constitucionales o legales, 
asemejando su fuerza normativa, lo cierto es que la realidad del derecho, 
específicamente, de los derechos humanos no permite concretar el mismo nivel 
jerárquico de las normas nacionales e internacionales.  
 
Ahora bien, con el desarrollo del control de convencionalidad a través de la 
jurisprudencia de la Corte IDH, en el Caso La Cantuta contra Perú, la Corte, al precisar 
el alcance de su jurisprudencia, concluyó tajantemente, que: 
 
las decisiones de esta Corte tienen efectos inmediatos y vinculantes y que, por 
ende, la sentencia dictada en el caso Barrios Altos está plenamente incorporada a 
nivel normativo interno. Si esa Sentencia fue determinante en que lo allí dispuesto 
tiene efectos generales, esa declaración conforma ipso iure parte del derecho 
interno peruano, lo cual se refleja en las medidas y decisiones de los órganos 
estatales que han aplicado e interpretado esa Sentencia. (Caso La Cantuta contra 
Perú) 
 
En ese sentido, el control de convencionalidad es un instrumento preciso para que 
las normas internacionales prevalezcan en el ámbito interno, porque exige a los jueces 
ejercer no un examen de ponderación entre la constitución y las normas legales, sino, un 
estudio entre las normas legales y los tratados y derechos internacionales. Uno de los 
problemas centrales atinente al ejercicio del control de convencionalidad, está 
relacionado con la obligatoriedad de los estándares y reglas fijadas por la Corte 
Interamericana por vía jurisprudencial. Como lo sostiene Quinche (2009):  
 
Una tesis más o menos extendida, señala que la obligatoriedad del estándar es una 
cuestión de grado, al diferenciar entre la obligación general de cumplimiento, a 
cargo de los distintos Estados Partes; y la obligación especial de cumplimiento, más 
precisa, radicada en cabeza del Estado condenado por la Corte. (p. 168) 
 
Corolario de lo anterior, es que actualmente se reconoce la jurisprudencia de la 
Corte IDH como un parámetro ineludible para la resolución de los casos que conllevan 
la incidencia o representación de derechos humanos contenidos en el andamiaje 
normativo del SIDH. Empero, la naturaleza normativa del orden constitucional es la clave 
de la sujeción del orden jurídico restante a sus disposiciones, en virtud del carácter 
vinculante que tienen sus reglas. Tal condición normativa y prevalente de las normas 
constitucionales, la sitúan en el orden jurídico como fuente primera del sistema de 
derecho interno.  
 
 El control de convencionalidad es indudablemente un instrumento que implica la 
superioridad del derecho interno, sin embargo, su fuerza se encuentra limita en razón al 
principio de soberanía que integran los sistemas jurídicos internos; ya que, un verdadero 
control de convencionalidad permitiría anular normas nacionales en razón a que son 
contrarias a las disposiciones contenidas en la Convención Americana de Derechos 
Humanos. El derecho internacional prevalece, en caso de conflicto sobre los derechos 
internos, la convención de Viena sobre derechos y tratados dispone que un estado no 
puede invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de los tratados. 
 
 Así las cosas, El derecho internacional en materia de Derechos Humanos sí tiene 
rango supraconstitucional en Colombia, según lo establecido en el artículo 93 de la 
Constitución Política de 1991, ya que con ello se busca el desarrollo y ampliación de los 
derechos humanos y no su limitación, según las leyes vigentes al momento de la 
ratificación del Pacto de San José. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
El control de convencionalidad es un ejercicio que recae principalmente en los sistemas 
judiciales internos que en la propia Corte IDH, lo que no se asemeja con la 
conceptualización que se tiene sobre el control de constitucionalidad. Pues referente a 
esta última figura, se concibe la apreciación de las normas legales frente a las normas 
constitucionales, en cambio, frente al control de convencionalidad el ejercicio lo realiza 
los jueces nacionales respecto a las normas legales en contaste con las normas 
convencionales, sin reconocer, si se puede realizar frente a las normas constitucionales. 
 
Por consiguiente, el control de convencionalidad no es una institución que pueda 
utilizar la Corte IDH, para invalidar los efectos de una norma interna que contradiga lo 
contenido en la Convención. En otros términos, no es factible dentro de su ejercicio 
jurisdiccional que la Corte declare nula una norma de cualquier Estado que vulnere lo 
dictado por la CADH, lo que significaría realmente un control de convencionalidad a la 
luz de la supremacía del derecho internacional.  
 
Sin embargo, dicha responsabilidad la Corte IDH, la delego a los sistemas 
judiciales interno, tratando de esta manera respetar los límites soberanos de cada 
Estado. Empero, no se reconoce una debida utilización del control de convencionalidad 
en los sistemas judiciales internos. 
 
La procedibilidad del control de convencionalidad no implica requisitos formales 
para su apreciación, por el contrario, la Corte ha buscado dotar de este mecanismo de 
una accesibilidad informal a fin de que todos los jueces del sistema interno realicen un 
estudio conforme a las normas que consagra el derecho internacional. En razón a lo 
anterior, se ha venido dando una internacionalización del derecho constitucional, a la vez 
que una constitucionalización del derecho interno, de modo tal que los mecanismos de 
protección de los derechos fundamentales han venido a crear un solo y extenso cuerpo 
normativo y jurisprudencial. 
 
El control de convencionalidad es indudablemente un instrumento que implica la 
superioridad del derecho interno, sin embargo, su fuerza se encuentra limita en razón al 
principio de soberanía que integran los sistemas jurídicos internos; ya que, un verdadero 
control de convencionalidad permitiría anular normas nacionales en razón a que son 
contrarias a las disposiciones contenidas en la Convención Americana de Derechos 
Humanos. El derecho internacional prevalece, en caso de conflicto sobre los derechos 
internos, la convención de Viena sobre derechos y tratados dispone que un estado no 
puede invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de los tratados 
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